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    INTRODUCCIÓN




    Luego de años de demandas de justicia por parte de las organizaciones de derechos humanos, de las víctimas, como así también de varios sectores de la sociedad argentina, la impunidad establecida con las leyes de Obediencia Debida, Punto Final y los indultos empezó a resquebrajarse tras la declaración de su nulidad (2003) y posterior inconstitucionalidad (2005). La llegada de Néstor Kirchner a la presidencia se articuló con una trayectoria de lucha de años por parte de los organismos de derechos humanos y marcó un cambio significativo en las políticas de justicia y memoria relacionadas a los crímenes cometidos durante la última dictadura cívico-militar. Esto posibilitó la realización sistemática de juicios orales y públicos contra los responsables por violaciones a derechos humanos en casi todo el país. De acuerdo a fuentes oficiales, durante el año 2014 han concluido 21 juicios y, hasta marzo del 2015, hubo tres sentencias. Entre el 2006 y junio del 2015 hubo un total de 139 juicios en 21 provincias (ver Tabla 1 referida a la cantidad de juicios por provincias y Tabla 2 para ver las sentencias por año): 563 condenados (de los cuales 39 han fallecido y dos se encuentran prófugos) y absueltos 50 (de los cuales uno ha fallecido).1




    TABLA 1: Total de juicios realizados entre 2006 y 2014 (por jurisdicción) en el país.
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    Fuente: Procuraduría de Crímenes Contra la Humanidad 2015. República Argentina, 20142




    TABLA 2: Sentencias judiciales entre 2006-2015 en todo el país
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    Fuente: Procuraduría de Crímenes Contra la Humanidad 2015




    Este libro cuenta las historias y experiencias de algunos de los protagonistas de los juicios por delitos de lesa humanidad que se están llevando a cabo en Argentina. El objetivo de estas entrevistas es mostrar la diversidad de perspectivas y realidades que a veces se presentan como homogéneas. Entrevistar a distintos tipos de actores, en diferentes regiones del país, como en ámbitos rurales de Tucumán o Santiago del Estero, ofrece una visión más amplia del impacto que los juicios están teniendo en comunidades más pequeñas, en las que el terror se vivió de otra forma que en las grandes ciudades. Incluso donde ya en tiempos constitucionales las continuidades con la dictadura, expresadas en la presencia de funcionarios, prácticas represivas y de control propias de los años no democráticos, parecían ser mas fuertes que las rupturas.




    El terror estatal: la represión y sus efectos




    Para entender las distintas facetas que los juicios exponen de la represión estatal, es fundamental una breve descripción de la misma y de su impacto social. La organización de los juicios actuales en las distintas cortes federales del país, que posibilita que haya juicios en cada provincia, se basa en la modalidad operativa que tuvo el accionar represivo de las fuerzas de seguridad. Con el fin de organizar estas acciones, el Consejo de Defensa, creado ya en septiembre de 1975, emitió la orden n° 1/75 y el Comandante General del Ejército, la Directiva 404/75, mediante las cuales se procedió a la división territorial para las operaciones militares y se estipulaba qué tareas le correspondía a cada fuerza. De esta manera, para llevar a cabo su objetivo de “aniquilar a la subversión” y disciplinar a nivel nacional, el país fue dividido en cinco zonas –que a su vez se dividían en subzonas y áreas– cada una de las cuales estaba a cargo de una Jefatura de un Cuerpo del Ejército. El Comando de Zona I dependía del Primer Cuerpo de Ejército, su sede principal estaba en la Capital Federal, y comprendía las provincias de Buenos Aires, La Pampa y la Capital Federal. El Comando de Zona II dependía del Segundo Cuerpo de Ejército, que se extendía por Rosario, Santa Fe, pero comprendía las provincias de Formosa, Chaco, Santa Fe, Misiones, Corrientes y Entre Ríos. El Comando de Zona III dependía del Comando del Tercer Cuerpo de Ejército y abarcaba las provincias de Córdoba, Mendoza, Catamarca, San Luis, San Juan, Salta, La Rioja, Jujuy, Tucumán y Santiago del Estero; la sede principal se encontraba en la ciudad de Córdoba. El Comando de Zona IV dependía del Comando de Institutos Militares y su radio de acción abarcó la guarnición militar de Campo de Mayo, junto con algunos partidos de la provincia de Buenos Aires. El Comando de Zona V dependía del Quinto Cuerpo de Ejército y abarcaba las provincias de Neuquén, Río Negro, Chubut y Santa Cruz y algunos partidos de la provincia de Buenos Aires.




    En este marco, la desaparición forzada de personas fue la práctica represiva preponderante utilizada por el Estado en los setenta y comienzo de los ochenta para disciplinar a todo aquel considerado opositor, real o potencial, al modelo político económico instaurado por el autodenominado “Proceso de Reorganización Nacional”. Las operaciones represivas comenzaron ya mucho antes de 1976 en diversos puntos del país para desactivar las distintas movilizaciones y reclamos sociales. Siguiendo a Inés Izaguirre, si se toma el conjunto del país, la proporción de muertos y desaparecidos anteriores a la dictadura era del 15%.3




    La política del terrorismo de Estado y la llamada “guerra contra la subversión” apuntaban a la instauración de un modelo económico en beneficio del sector financiero para lo cual era necesario terminar con un Estado de tipo intervencionista basado en un modelo industrial, como así también con las fuerzas sociales y políticas en las que se arraigaba dicho modelo. Si bien en el actual trabajo no se indagará en los aspectos económicos de la última dictadura, sí es necesario remarcar que el terrorismo de Estado y las violaciones sistemáticas de los derechos humanos cometidas por él fueron la herramienta política represiva con la que se llevó a cabo un proceso de desindustrialización en pos de la instauración de un Estado neoliberal.




    Las políticas de terror apuntaron a aislar y desarticular el conjunto social organizado, junto con borrar las palabras, silenciar, como un modo de sostener dichos efectos. El aislamiento es una de las condiciones necesarias para ejercer el dominio sobre el ser humano en tanto ser político y es una de las principales armas desarticuladoras de prácticas de confrontación-resistencia. El terror se articuló con la política económica que se quería imponer, para la cual era necesaria la desarticulación del campo popular organizado y la instauración de nuevas formas de relación social, afines al proyecto neoliberal. Esta relación entre terror, aislamiento y poder fue planteada ya por Hannah Arendt: “El terror puede dominar de forma absoluta sólo a hombres aislados (…) El aislamiento puede ser el comienzo del terror; es ciertamente su más fértil terreno; y siempre su resultado (…) Su característica es la impotencia en cuanto que el poder siempre procede de hombres que actúan juntos (…) por definición los hombres aislados carecen de poder.”4 De esta forma, el terror como mecanismo de aislamiento y desarticulador de fuerzas sociales no se termina automáticamente con el fin del régimen autoritario. Surge así la pregunta de cómo lidiar con los efectos a largo plazo todavía vigentes del terror; cómo enfrentar las crisis de sentido, la incertidumbre y el silencio. Si bien hay aspectos propios de la práctica de la desaparición forzada a los cuales ya no es posible acceder, que ya no se pueden reparar, sí es posible el intento de construcción de contra-narrativas que puedan dar un sentido a esa práctica y procuren desarticular su efecto paralizante.




    El silenciamiento social fue la otra cara del terror. El despliegue del terror buscó romper las relaciones de solidaridad y produjo lo que Kordon y Edelmann llamaron un mandato de silencio que reforzó los efectos psico-sociales de la desaparición por varias décadas en Argentina:“Cualquier mención de alguna problemática que directa o indirectamente aludiera al tema de las desapariciones estaba implícita o explícitamente prohibida, y el que rompía la prohibición quedaba ubicado en un rol perturbador y atrapado por sentimientos de extranjería y exclusión”.5 El silenciamiento social contribuyó aún más al quiebre y/o desgaste de relaciones interpersonales como así también de identidades colectivas y proyectos políticos alternativos, profundizando el progresivo aislamiento no sólo de las víctimas sino de otros actores sociales y políticos. Este aislamiento, que comenzó en la dictadura, se mantuvo –y mantiene, aún hoy y en diferente medida– por varios años en distintos sectores y lugares de la sociedad.




    El derecho y la lucha por la reconstrucción del saber




    La desaparición en tanto práctica basada en la generación de incertidumbre puede dificultar la articulación de narrativas proveedoras de sentido. Se puede producir así una narrativa que desdibuja los límites que dividen la vida y la muerte, cuestionando las concepciones de tiempo y espacio, pudiendo generar uno de los elementos característicos de lo que el sociólogo Gabriel Gatti llama una “catástrofe de sentido”.6 El derecho constituye uno de los principales espacios de construcción de saber y “verdad”, con fuertes implicancias simbólicas y materiales en la sociedad. Tanto en su formulación como en su aplicación, la ley es el resultado de las relaciones de fuerzas imperantes en un contexto socio histórico determinado. La ley se encarna en y por las múltiples y complejas relaciones de poder, es el producto de las guerras y las luchas sociales. Siguiendo a Foucault:




    El derecho, la paz y las leyes han nacido en la sangre y el fango de batallas y rivalidades que no eran precisamente –como imaginaban filósofos y juristas– batallas y rivalidades ideales. La ley no nace de la naturaleza (…). La ley nace de conflictos reales: masacres, conquistas, victorias que tienen sus fechas y sus horroríficos héroes: La ley nace de las ciudades incendiadas, de las tierras devastadas; la ley nace con los inocentes que agonizan al amanecer (…). La ley no es pacificación (…). La paz hasta en sus mecanismos más ínfimos, hace sordamente la guerra.7




    El derecho no es, de esta forma, un factor de eliminación del conflicto sino más bien el resultado del mismo.




    En Argentina, los vaivenes legales que, en un primer momento, permitieron el juzgamiento de las cúpulas militares con el Juicio a las Juntas en 1984 y 1985, para luego impedirlo con las leyes de impunidad y los indultos, reflejan estas luchas sociales y políticas.




    Por un lado, el Juicio a las Juntas marcó un hito en la sociedad argentina, ya que dio cuenta de la existencia de un plan criminal y sistemático de exterminio basado en la detención, secuestro, tortura y desaparición forzada de personas. Ese proceso judicial, también conocido como la "Causa 13" también acreditó la existencia de centros clandestinos de detención en todo el país. Sin embargo, si bien el juicio contribuyó al establecimiento de responsabilidades penales, no cuestionó el marco en el que dicho accionar se llevó a cabo, es decir, el de la “lucha antisubversiva”,8 según la denominaron los militares, reproduciendo así en gran medida el discurso socio político de la “teoría de los dos demonios”.9 A diferencia de los juicios actuales en los que, como veremos en las entrevistas, los testigos dan cuenta de la militancia, en el marco del Juicio a las Juntas los testimonios debieron limitarse en su gran mayoría al relato de las torturas y vejámenes vividos en función de poder probar los crímenes cometidos, pero debieron excluir toda referencia a la militancia política y social de las víctimas. Por otro lado, las subsiguientes leyes de amnistía (1986 y 1987) y los indultos (1989 y 1990) fueron la máxima cristalización de la relación entre el derecho y el poder, que revelaban cómo en cierta coyuntura, los poderosos pueden escapar al derecho penal y las víctimas de delitos de lesa humanidad ver sus derechos cercenados.




    Especialmente en los 90 los organismos de derechos humanos, sobrevivientes y familiares, pusieron en marcha distintas estrategias para luchar contra la impunidad. Una de ellas consistió en la presentación ante tribunales de recursos de amparo para conocer el paradero de los desaparecidos. De estos intentos, y con intervención de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en el caso de Claudia Aguiar de Lapacó,10 surgieron en 1999 los Juicios por la Verdad, que fueron procedimientos judiciales de investigación pero sin efectos penales. Se realizaron en las ciudades de La Plata, Bahía Blanca, Buenos Aires, Mar del Plata, Córdoba, Rosario, Mendoza, Misiones, Salta y Jujuy. Estos procesos buscaron, por un lado, el acceso a nuevas informaciones sobre el destino de los desaparecidos, activar la justicia en la investigación de los crímenes de lesa humanidad11 y, por otro, abrir nuevos caminos para ir generando información que pudiera ser usada en futuras causas penales, como, de hecho, sucedió tiempo después.12




    Ahora bien, la anulación de las leyes de impunidad entre 2003 y 2005 significó un giro significativo en estas relaciones de fuerza. Este cambio es el resultado de años de luchas sociales que en Argentina fueron llevadas a cabo especialmente por las organizaciones de derechos humanos y víctimas del terrorismo de Estado, como así también son fruto de un proceso de apertura iniciado por el gobierno de Néstor Kirchner en el año 2003. En este sentido, los juicios representan la posibilidad de que el derecho no sea sólo un instrumento de dominación del statu quo, sino también un potencial recurso para enfrentar los efectos de aquel poder dictatorial, del cual todavía quedan algunos elementos latentes en la sociedad e instituciones actuales en Argentina. Claro que esa apropiación del derecho nunca es total, siempre está en pugna. Y esta pugna no es solamente entre el Estado –que representa el sistema judicial– y la sociedad civil, sino incluso al interior del Estado mismo. Los juicios actuales representan una lucha del Estado contra el Estado. La confrontación del Estado actual se da tanto contra el Estado de la dictadura como contra algunas de las estructuras, prácticas y funcionarios de ese ayer todavía vigentes en el Estado de hoy, especialmente en lo que respecta a las fuerzas de seguridad y en el sistema judicial. De hecho, uno de los riesgos principales que afrontan los juicios, y que evidencia la persistencia –todavía– de graves prácticas de impunidad, es la falta de seguridad de los testigos y querellantes. Si bien el gobierno creó una serie de programas e instituciones de protección y acompañamiento de testigos, tales medidas han presentado serias deficiencias. En el caso del Plan de Protección de Testigos ha habido graves negligencias y falencias, como lo demuestran los ataques, amenazas e intimidaciones constantes que han recibido numerosos testigos en el marco de su participación en los juicios. La desaparición de Julio López, sobreviviente testigo fundamental en la causa contra el ex comisario Miguel Etchecolatz, en La Plata en septiembre del 2006, es el máximo exponente de la situación de riesgo y vulnerabilidad de las víctimas, así como de la existencia de residuos dictatoriales en estructuras e instituciones del Estado. También es preocupante el hecho de que a nueve años de su desaparición no haya habido ninguna respuesta por parte del sistema judicial. No se ha sabido nada sobre su paradero ni sobre los responsables de su desaparición. Si bien el caso de Julio López ha sido el único de desaparición, ha habido numerosas intimidaciones, ataques y amenazas en varias provincias del país.13




    Sin embargo, y a pesar de estos serios obstáculos, este enfrentamiento del Estado contra el Estado abre posibilidades no sólo en el ámbito legal sino en el social y político. El impacto y la repercusión social de los juicios pueden, en parte, existir debido a la legitimidad que tiene el derecho en la sociedad. Esta legitimidad social se ve, por un lado, en la credibilidad y autoridad que adquieren los hallazgos judiciales como también en las narrativas que se generan en las instancias judiciales. La obra de Michel Foucault remarca el gran significado de las prácticas jurídicas para “crear conocimiento” a través de sus instrumentos de investigación y otorgar autoridad a un conocimiento ya sabido por algunos pero negado o ignorado por otros.14




    Los juicios por crímenes de lesa humanidad en Argentina desempeñan un rol fundamental en la reconstrucción de un pasado que a veces se presenta como un rompecabezas a resolver. Su importancia como mecanismo estatal y sociopolítico para reconfigurar –en mayor o menor medida–15 los efectos sociales aún vigentes del terrorismo de Estado y de la impunidad, se basa tanto en sus métodos de investigación, el acceso a informaciones nuevas sobre el pasado pero también la difusión de hechos que, si bien eran sabidos por muchos, eran desoídos por otros. Así, los juicios han ido proveyendo un mayor alcance social a esas narrativas, que antes por diversas razones eran marginadas. Son parte de esas narrativas y experiencias en distintos contextos del país las que queremos contar en este libro. Si bien se han editado diversas obras y artículos sobre el tema,16 el presente volumen busca amplificar la voz de esos actores que, siendo protagonistas de los juicios, no suelen ser parte de las publicaciones más frecuentes: sobrevivientes de centros clandestinos de detención, familiares de desaparecidos, activistas en derechos humanos y abogados. Sus relatos provienen de Tucumán, Santiago del Estero, Córdoba, Santa Fe y Buenos Aires.




    Los juicios hoy, una aproximación a y desde sus protagonistas




    Los protagonistas de los juicios dan cuenta de la estigmatización que sufrieron los sobrevivientes y familiares de desaparecidos todavía en democracia, de la invisibilización de sus experiencias durante los años de impunidad, de su condición de sujetos políticos en el pasado y en el presente, la persistencia del dolor a pesar del paso del tiempo. Este libro propone recuperar esos relatos; por ello, se pueden ver aquí el rol y las vivencias de distintos actores que intervienen, como así también diferencias significativas de una provincia a otra en lo que hace al desarrollo e implementación de los procesos y los programas que los acompañan. Gran influencia en la selección de las provincias que abarca este libro tuvo el apoyo de la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos. Sus sedes provinciales fueron de mucha ayuda en cada contexto y en el contacto con varios de los entrevistados.




    Por un lado, el libro refleja la experiencia de algunos sobrevivientes de los CCD. Tales son los casos de Delia Barrera en Capital Federal, Carlos Soldati en Tucumán, Jorge Palombo en Rosario y Luis Garay en Santiago del Estero. Ellos, a través de sus testimonios, han contribuido al juzgamiento de los responsables de crímenes atroces, a la identificación de compañeros de cautiverio y a la reconstrucción de la historia política y social de un pasado reciente con claras consecuencias en el presente. Como veremos, ellos, como tantos otros, realizan un enorme esfuerzo en cada declaración. Esfuerzo del que están convencidos pero que, por otro lado, conlleva un dolor muy grande con cada testimonio, “un volver al campo de concentración” (como relata Delia Barrera) y a esa experiencia del terror. A partir de estos relatos veremos cómo el sistema de justicia muestra sus límites –técnico-burocráticos pero también políticos– a la hora de lidiar con la modalidad semi-clandestina17 del terrorismo de Estado y sus sobrevivientes, que en frecuentemente se vieron obligados a declarar en reiteradas ocasiones debido a cuestiones de derecho procesal.




    Por otra parte, este libro cuenta también la historia y la lucha de los familiares de desaparecidos, como Marta Rondoletto en Tucumán y Élida Luna en Rosario, que durante los años de impunidad, como también en el marco de los juicios actuales, debieron enfrentar constantes obstáculos en contextos muy conservadores en donde la indiferencia y la estigmatización han sido moneda corriente.




    Dentro del grupo de los familiares, participan también los hijos e hijas de desaparecidos: Marianela Galli en Capital Federal, Esteban Soler en La Plata, Silvia Di Toffino en Córdoba. Todos ellos actúan como querellantes y testigos en distintas causas judiciales, reconstruyendo la historia de sus padres –aquella que, previamente y a lo largo del tiempo, ellos mismos tuvieron que reconstruir– y dando cuenta del daño intrageneracional que la desaparición produjo en sus vidas y la de sus familias.




    En esta constelación de voces, no podemos olvidar a los abogados querellantes como son los casos de Antenor Ferreyra en Santiago del Estero, Guadalupe Godoy en La Plata y Hugo Vaca Narvaja en Córdoba (en su doble condición de tener a su padre asesinado en la dictadura y ser abogado querellante). Como militantes de derechos humanos, son los que operan como intermediarios entre las víctimas y un sistema judicial que a veces se presenta como indescifrable e impenetrable. A partir de un trabajo minucioso y tenaz, muchas veces no remunerado, ellos son los que tienen que luchar con las trabas y limitaciones de un sistema judicial no pensado –ni política ni técnicamente– para lidiar con este tipo de crímenes. Sus testimonios reflejan los avances y evidencian las materias pendientes en el tratamiento de estos casos en la justicia.




    En términos generales, es importante destacar el rol que cumplen los organismos de derechos humanos en el acompañamiento y realización de los juicios, en muchos casos, realizando tareas que corresponderían a las instituciones del Estado tanto a nivel nacional como provincial.




    El otro eje de este libro consiste en dar cuenta de la diversidad regional y social que tienen los juicios en el país. Las entrevistas muestran realidades y experiencias que, si bien tienen aspectos comunes, revelan grandes diferencias en ciudades como Santiago del Estero, Córdoba o La Plata. Las políticas públicas de memoria lanzadas durante la última década se vivieron de forma particular en estas sociedades, en las que, incluso actualmente, las víctimas, los abogados y los organismos de derechos humanos siguen sufriendo robos, ataques y amenazas. Varios de los entrevistados fueron protagonistas de una lucha más solitaria y con menos recursos en aquellas regiones a las que llegó tarde el reconocimiento que madres, abuelas e hijos tienen hace más tiempo en otras ciudades. En este libro dan su propio relato de lo ocurrido, sus críticas a los procesos judiciales, los cambios que los juicios han generado en sus comunidades. Sus expectativas y decepciones. Incorporar estos testimonios significa complejizar la historia de estos procesos de justicia, introducir actores que antes callaban, historias y luchas poco conocidas para el resto de la sociedad como así también distinguir matices y contradicciones.




    Como se verá a lo largo de las entrevistas, los juicios exponen realidades e historias diversas en el país y revelan tanto experiencias similares como así también una heterogeneidad de perspectivas y trayectorias de vida entre sus actores. Hay grandes puntos de encuentro, como por ejemplo la importancia de estos procesos, la lentitud de la justicia y la falta de recursos. También se vislumbran distintas posiciones y expectativas en cuanto al rol de los gobiernos provinciales, y también del nacional, de los planes de acompañamiento psicológico a las “víctimas-testigos” del terrorismo de Estado, del trato de los operarios judiciales, y del impacto social que están teniendo los juicios, entre otras temáticas.




    Inés Izaguirre remarca que el análisis regional de las muertes y desapariciones en el país indica que la política de aniquilamiento fue “bajando” de norte a sur del territorio nacional, en forma planificada.18 De allí que, siguiendo ese “recorrido represivo”, se optó por un eje geográfico para los distintos capítulos de este libro que van de provincias del norte hacia el sur, arrancando el primer capítulo en Tucumán, que operó como laboratorio de la represión pre dictatorial, pasando el segundo capítulo por Santiago del Estero. En el capítulo tercero llegamos a Córdoba para luego seguir a la ciudad de Rosario en el capítulo cuatro. Ya en el capítulo cinco llegamos a La Plata, en la provincia de Buenos Aires y finalmente concluimos el recorrido en la Capital Federal. Cada capítulo provincial se compone de tres apartados. El primero da brevemente cuenta del marco histórico y despliegue represivo provincial al que los juicios hacen referencia para así poder dar cabal comprensión a la magnitud y gravedad de los crímenes que se tratan en las distintas causas. En segundo lugar, se presenta un raconto de los juicios orales y públicos que ha habido en cada localidad para así enmarcar las entrevistas que le siguen a continuación en el tercer apartado.




    Las entrevistas presentadas en este libro fueron realizadas en el marco de mi tesis de doctorado en Ciencias Políticas sobre las implicancias sociales de los juicios por crímenes de lesa humanidad. Para la misma, viajé por cinco provincias y contacté muchas otras personas que muy amablemente también dieron sus opiniones sobre los actuales procesos de justicia. Lamentablemente, si bien el libro trata de abarcar distintos tipos de relatos, algunos más escuchados y otros más relegados, hay muchos otros testimonios en estas y otras provincias que por limitaciones de tiempo y recursos no se han podido incluir.




    Mi tesis se realizó en el marco del proyecto de investigación “Narrativas del Terror y la Desaparición”, de la universidad de Konstanz, Alemania. El proyecto cuenta con el apoyo y financiamiento del Consejo Europeo de Investigación (European Research Council). La modalidad de trabajo fue la investigación interdisciplinaria que se focaliza en el análisis de las formas de las narrativas del terror de la última dictadura cívico-militar en Argentina y sus efectos en la sociedad y la cultura.




    Todas las entrevistas se llevaron a cabo con el expreso consentimiento escrito de los entrevistados que accedieron a dar su nombre completo y antecedentes personales. De hecho, las breves biografías que a modo de presentación anteceden a cada entrevista, fueron elaboradas y/o consensuadas con cada entrevistado. Cabe mencionar que en los casos en que en las introducciones de los capítulos y en las entrevistas mismas se menciona a terceras personas como, por ejemplo en los casos de otros testigos o acusados en los juicios, dicha información es de carácter público y de fácil acceso en diversas fuentes online o en forma escrita o audiovisual, en testimonios previos, diarios, informes de organizaciones no gubernamentales o estatales (como por ejemplo el informe de la CONADEP) y sentencias y documentos judiciales accesibles al público en general.




    Debido a que la extensión de una entrevista no es la misma para una tesis de doctorado que para un libro de testimonios, todas ellas han sido adaptadas para el presente trabajo. Las originales fueron realizadas durante los años 2011 y 2012 y se requirió un trabajo de edición y actualización de las mismas. Dicha tarea fue realizada por José Esses, siempre con el apoyo y aval de los entrevistados.




    Rosario Figari Layús,




    diciembre de 2014.
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    TUCUMÁN




    Antes de los juicios la vida seguía como si nada hubiera sucedido.




    Carlos Soldati




    Organización del sistema represivo y despliegue del terror




    Durante la dictadura, Tucumán estuvo bajo el control del Comando del Tercer Cuerpo de Ejército, al igual que las provincias de Córdoba, Mendoza, Catamarca, San Luis, San Juan, Salta, La Rioja, Jujuy y Santiago del Estero.




    En esta provincia, el plan represivo se instauró antes del golpe de Estado de 1976. De acuerdo a Inés Izaguirre, la aprobación de la Ley nº 20.840 de “Seguridad Nacional”, que apuntaba a reprimir “los intentos de alterar o suprimir el orden institucional y la paz social de la Nación” hacia septiembre de 1974, es el verdadero punto de inicio del Operativo Independencia.1 En febrero de 1975 esta ley fue reforzada por el Decreto 261, firmado por Isabel Perón, dando inicio formal al Operativo Independencia, que tenía como objetivo la represión del foco guerrillero en la provincia, como así también la desactivación de la movilización social y la aniquilación de lo que consideraban las bases sociales de “la subversión”. En este marco se crearon los primeros centros clandestinos de detención (CCD) de Tucumán en los que operaron “grupos de tareas” de las distintas fuerzas de seguridad. 2 3




    Hasta el 18 de diciembre de 1975 el General Acdel Vilas estuvo al frente del operativo siendo reemplazado entonces por el general Antonio Domingo Bussi. Este último fue gobernador de facto de Tucumán entre abril de 1976 y diciembre de 1977, y comandante de la V Brigada de Infantería de Ejército desde diciembre de 1975 hasta diciembre de 1977. En 1995, ya restituida la democracia, Bussi fue electo gobernador de la provincia.




    De acuerdo a Novaro y Palermo, el saldo de la represión en Tucumán fue de 200 presos políticos, 225 muertos y al menos 660 desaparecidos. Entre el 70% y 80% de las desapariciones registradas se produjeron después de julio de 1976, cuando ya prácticamente la guerrilla no existía. Dada la alta proporción de población rural afectada por la represión y el particular ensañamiento y extensión en el tiempo que esta alcanzó en la provincia, se estima que el número total de secuestrados que pasaron por distintos CCD es mucho mayor. Novaro y Palermo estiman entre 2.000 y 3.000 personas. Algunos de ellos fueron liberados y son sobrevivientes. Como mencionan los autores, la precariedad de los datos sobre las víctimas del terrorismo de Estado se debe a la destrucción y ocultamiento de información por parte de sus responsables.4




    A su vez, el Informe de la Comisión Bicameral de la Legislatura provincial de Tucumán, formada en 1984, identificó 36 CCD que funcionaron en la provincia: 17 de ellos fueron instalados en dependencias policiales (por ejemplo, Jefatura de Policía, ubicada en la ciudad capital), dos penitenciarias (Penal de Villa Urquiza, Cárcel de Concepción), seis establecimientos educacionales del Estado (como La escuela Diego de Rojas, ubicada en la localidad de Famaillá), ocho dependencias militares (por ejemplo, el Arsenal Miguel de Azcuénaga), al menos tres dependencias privadas (El Motel), e instalaciones de los mismos ingenios azucareros (entre ellos, el llamado Conventillo de Fronterita, que funcionó en instalaciones privadas del mismo ingenio La Fronterita, o el ex Ingenio Nueva Baviera). Según el mismo informe, el 68% de los 507 secuestros registrados durante la dictadura en la provincia se produjeron durante 1976 y 1977. En esos dos años, Bussi era comandante de la Brigada de Infantería V e interventor militar de Tucumán, concentración de poder única en el país.




    Como afirma Izaguirre, “Tucumán es posiblemente uno de los pocos lugares del país donde la fecha 24 de marzo del 76 no marca con nitidez la diferencia entre antes y después: esta marca es anterior y coincide con el acceso de Bussi a la dirección militar del aniquilamiento”.5 Por su parte, y como describen Artese y Roffinelli, las FFAA contaron en Tucumán con altos niveles de adhesión de la sociedad civil, acompañada de una profunda estigmatización del así llamado “enemigo subversivo”.6




    El apoyo a la represión y la adhesión a valores autoritarios tradicionales, con fuertes tintes nacionalistas en función de un orden jerárquico y conservador, también se vio reflejado por parte del pueblo tucumano en el posterior apoyo y voto a Bussi y su fuerza política ya en tiempos constitucionales.7 Si bien cabe mencionar que también ha habido sectores y organizaciones que se han opuesto y rechazado el bussismo y todo su accionar en la provincia durante y después de la dictadura, el apoyo con el que ha contado ha sido muy significativo, generando cierto aislamiento e indiferencia social hacia las víctimas de la represión, cuando no su estigmatización.




    Así, luego de beneficiarse de las leyes de amnistía en 1987, Bussi fundó el partido político Fuerza Republicana en 1988, que lo llevó a la gobernación y al Congreso Nacional. Ganó ocho elecciones. En 1993 asumió como diputado nacional y en 1995 como gobernador de la provincia. En 1998 fue investigado por una Comisión Especial que puso en evidencia sus propiedades y depósitos bancarios. Poco después se conocieron sus cuentas secretas, millonarias, en bancos de Suiza y Luxemburgo.8 Sin embargo, en 1999 volvió a ser electo diputado. La APDH lo impugnó por sus crímenes. En 2003 fue electo intendente de San Miguel de Tucumán, pero su detención le impidió asumir. Se le concedió arresto domiciliario, que violó según denunció la Secretaría de Derechos Humanos provincial. Luego de ser juzgado en el 2008 por delitos de lesa humanidad, la primera condena en Tucumán, Bussi falleció en el 2011.




    Los juicios




    Pese a la ferocidad que adquirió la represión, Tucumán fue la única provincia que conformó una Comisión Bicameral para investigar las desapariciones en los ochenta. Las organizaciones de derechos humanos locales, como, por ejemplo, Madres de Plaza de Mayo y Familiares de Desaparecidos de Tucumán (FADETUC), y posteriormente HIJOS han tenido una lucha incansable de años por los actuales procesos de justicia. Si bien en Tucumán no han tenido lugar los Juicios por la Verdad, fue una de las pocas provincias que, en paralelo con la CONADEP a nivel nacional, tuvo una Comisión Bicameral Investigadora que elaboró un importante informe final sobre lo sucedido en la provincia durante la represión.9




    Al igual que en otras regiones del país, hay procesos de búsqueda, exhumación e identificación de cuerpos que acompañan los juicios orales que en Tucumán hasta el momento han sido once, cifra que –si bien no alcanza la cantidad de procesos de la Ciudad de Buenos Aires: 23– es una de las mayores del país en comparación con otros centros urbanos como Córdoba o Rosario. Aunque en varios casos son causas chicas que incluyen pocas víctimas y victimarios. Es fundamental también destacar el rol de las organizaciones de derechos humanos que en Tucumán participan activamente de las querellas.10




    El primer juicio oral y público fue el correspondiente al caso Vargas Aignasse, con sentencia del 28 de agosto de 2008, por el cual se condenó a Antonio Bussi y Luciano Benjamín Menéndez a prisión perpetua por el secuestro y desaparición del ex senador peronista Guillermo Vargas Aignasse, secuestrado el 24 de marzo de 1976.11




    El segundo juicio trató el caso de la ex Jefatura de Policía, con sentencia del 7 de julio de 2010. Luciano Benjamín Menéndez y Roberto Albornoz recibieron la pena de prisión perpetua por delitos de lesa humanidad cometidos en la ex Jefatura de Policía de Tucumán. También fueron condenados los policías Luis De Cándido y Carlos De Cándido quienes, durante la dictadura, cumplieron funciones de carceleros y se apropiaron de casas de personas secuestradas. Los cuatro represores fueron juzgados y condenados por la muerte y desaparición de 22 personas en el CCD Jefatura de Policía.12




    El 23 de marzo de 2011 fueron condenados nuevamente Luciano Menéndez y Roberto Albornoz en el tercer juicio en la provincia, en el marco de la causa conocida como Romero Niklison, en la que se investigó el asesinato de María Alejandra Niklison y otros cinco militantes de Montoneros en una vivienda del barrio Echeverría de la capital tucumana en 1976.13




    En el cuarto juicio, con sentencia del 2 de diciembre de 2011, fue juzgado el ex policía Roberto Albornoz a cadena perpetua. En la causa, Albornoz estaba acusado por los delitos de violación de domicilio, privación ilegítima de libertad y homicidio de los militantes montoneros Juan Carlos Aguirre y Margarita Susana Azize Weiss.14




    El 23 de marzo de 2012 se dio a conocer la sentencia del quinto juicio en Tucumán por el que se condenó a 13 años de prisión a Miguel Ángel Moreno, acusado de los delitos de asociación ilícita agravada y torturas contra la sobreviviente Emma del Valle Aguirre. Fue el primer juicio que investigó los CCD que funcionaron en el interior de la provincia ya que la víctima estuvo secuestrada en el CCD que funcionó en el Ingenio Nueva Baviera.15




    El sexto juicio fue la causa Toledo de Ygel, con sentencia del 12 de diciembre de 2013, en la que se condenó a Luciano Benjamín Menéndez por el secuestro de Jorge Ygel y su suegra Julia Rita Ariza de Toledo, en 1977, cuando los obligaron a ceder al Estado provincial 25 hectáreas de una estancia en la localidad de Yacuchina.16 Por el despojo, el Estado nacional deberá indemnizar a la familia Toledo-Ygel con 18 millones de pesos.17 Sobre esos terrenos expropiados a la familia Toledo se levantó el pueblo denominado Capitán Cáceres (en la región de Monteros), uno de los cuatro pueblos construidos en Tucumán bajo el mandato del llamado plan de “Reubicación Rural”, a cargo de Bussi y Menéndez.18




    El 13 de diciembre de 2013 tuvo sentencia la megacausa conocida como Arsenales-Jefatura II19 con el dictado de 37 condenas sobre el total de 41 imputados. Solo hubo cuatro condenados a cadena perpetua, cuando la fiscalía había pedido esa pena para 33 de los 41 imputados. Otros cuatro acusados fueron absueltos. A lo largo de este proceso declararon más de 300 testigos; se relevaron 10 establecimientos en donde funcionaron centros clandestinos de detención y exterminio, así como también lugares clandestinos de enterramientos de víctimas. Se recibieron los aportes periciales que dieron cuenta de la existencia de fosas comunes en el Pozo de Vargas, en el Arsenal Miguel de Azcuénaga y en el cementerio de la localidad de Tacanas. También durante el juicio se produjeron las identificaciones de los cuerpos de siete de las 215 víctimas sobre cuyos casos se llevó adelante el proceso judicial. Al mismo tiempo, esta fue la primera causa en la provincia en la que se condenó a los perpetradores como autores de delitos sexuales contra mujeres que estuvieron cautivas en los CCD Jefatura y Arsenales.20




    El 29 de mayo de 2014 se conoció la sentencia por el octavo juicio en Tucumán. Allí, se condenó a prisión perpetua a seis acusados por el caso del crimen de Osvaldo Sigfrido De Benedetti, uno de los máximos dirigentes del Partido Revolucionario de los Trabajadores (PRT) tucumano y su estructura militar, el Ejército Revolucionario del Pueblo (ERP).21 El Tribunal Oral Federal (TOF) impuso la pena de prisión perpetua al teniente primero y ex jefe de la compañía C del Regimiento 19 Ariel Rolando Valdiviezo, al jefe de la fuerza de tareas Aconquija, y a Camilo Angel Colotti, ex jefe del Estado Mayor del mismo Regimiento 19.22 También fueron condenados a perpetua los otros cuatro acusados: Alberto Carlos Lucena, Jorge González Navarro, Héctor Hugo Lorenzo Chilo y Jorge Eduardo Gorleri.23




    En el noveno juicio de la provincia, el 4 de septiembre de 2014, se condenó al ex mayor del Ejército y luego carapintada, Jorge Alberto D’Amico, por el asesinato del conscripto Germán Francisco Cantos López,24 al que se lo vio por última vez en septiembre de 1976, en el CCD Arsenal Miguel de Azcuénaga.25




    El 23 de diciembre de 2014 tuvo lugar la décima sentencia en la provincia en el marco de la causa por los crímenes cometidos en el denominado ”Pabellón de la muerte”, en el Penal de Villa Urquiza, ubicado en la ciudad de San Miguel de Tucumán. Se aplicaron penas que van de los ocho años a prisión perpetua por los delitos de secuestros, torturas, violaciones sexuales y homicidios. La causa abarcó los casos de 39 víctimas que estuvieron encerradas en dicho pabellón de la muerte. Fueron sentenciados a prisión perpetua Juan Carlos Medrano, Pedro Fidel García y Héctor Manuel Valenzuela. También se condenó a Daniel Álvarez (25 años); Ángel Armando Audes (20 años); Jorge Omar Lazarte (18 años); Augusto Wertel Montenegro y Francisco Alfredo Ledesma (ambos a 16 años); Santos González (12 años) y a Roberto Heriberto Albornoz (ocho años).26




    La última sentencia hasta la edición de este libro tuvo lugar el 12 de junio del 2015 en la que el TOF de Tucumán condenó a 16 años de prisión al ex juez Manlio Torcuato Martínez, acusado de delitos de abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público, por encubrir el homicidio de cinco militantes montoneros. Otra sentencia que evidencia el rol fundamental de complicidad del poder judicial durante la represión.27




    Los dos entrevistados presentados a continuación, Carlos Soldati y Marta Rondoletto, dan cuenta de algunos de los sucesos aquí mencionados y otros nuevos, aproximándonos a la especificidad del caso tucumano. Estas entrevistas se realizaron en septiembre del 2012, cuando ya habían tenido lugar cinco de los nueve juicios en la provincia, y fueron actualizadas en el corriente año con la colaboración de los entrevistados.
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